
 

 
 

PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, PARA EXHORTAR A LA SE A REALIZAR LAS 

GESTIONES CONDUCENTES A ADECUAR LA NOM-220-SCFI-2017 RESPECTO AL DECRETO 

PUBLICADO EL 24 DE ENERO DE 2020 EN EL DOF POR EL QUE SE ADICIONARON LOS 

ARTÍCULOS 190 BIS A LA LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN Y 168 

TER AL CÓDIGO PENAL FEDERAL, A CARGO DE LA DIPUTADA ADRIANA GABRIELA MEDINA 

ORTIZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO 

La que suscribe, diputada Adriana Gabriela Medina Ortiz, integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento 

Ciudadano en la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en los artículos 6, numeral 1, 

fracción I, y 79, numeral 1, fracción II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración del 

pleno de esta soberanía proposición con punto de acuerdo por el que la Cámara de Diputados del honorable 

Congreso de la Unión exhorta de manera respetuosa a la Secretaría de Economía a realizar las gestiones que sean 

necesarias a fin de adecuar la Norma Oficial Mexicana 220-SCFI-2017, con respecto al decreto publicado el 24 de 

enero de 2020, en el Diario Oficial de la Federación por el que se adicionó un artículo 190 Bis a la Ley Federal de 

Telecomunicaciones y Radiodifusión, y un artículo 168 Ter al Código Penal Federal, al tenor de las siguientes: 

Consideraciones 

Quienes perpetran delitos como el robo vehicular, robo a mano armada en lugares públicos como restaurantes, la 

privación ilegal de libertad o el secuestro, suelen tener en los dispositivos de bloqueo de señales, popularmente 

conocidos como jammers , una de las herramientas más útiles, baratas y fáciles de usar. 

En este orden de ideas, la Asociación Nacional de Empresas de Rastreo y Protección Vehicular (ANERPV) 

afirmaba que “en 2019 sus afiliados reportaron más de 3,400 robos a nivel nacional y que en el 85 por ciento de los 

casos se utilizaron equipos conocidos como jammers para cometer el delito”. Asimismo, la Cámara Nacional del 

Autotransporte de Carga (Canacar) estimaba “un daño económico superior a los 92,000 millones de pesos, 

equivalente a aproximadamente el 0.5% del Producto Interno Bruto (PIB) de México” como producto de ilícitos 

cometidos con estos aparatos. 

Adicionalmente se estima que de enero y septiembre de 2019, entre las 80 unidades de autotransporte que a pesar 

de tener dispositivos GPS era robadas cada semana, en el 45% de los casos se usaron dispositivos inhibidores 

conocidos como jammer .1 Cabe mencionar que salvo en los casos de los centros penitenciarios, este tipo de 

dispositivos no presentan un uso que justifique la alta disponibilidad que presentaban en mercados y 

establecimientos comerciales. 

Ante la situación descrita y tras la presentación de varias iniciativas por parte de diputadas y diputados, el 

Congreso de la Unión logró integrar una reforma orientada a establecer la prohibición de la fabricación, 

comercialización, adquisición, así como la instalación, portación, uso y operación de equipos que bloqueen, 

cancelen o anulen las señales de telefonía celular, de radiocomunicación o de transmisión de datos o imagen. Ello, 

exceptuando la fabricación, comercialización, adquisición, instalación, portación para el uso y operación por parte 

de las autoridades encargadas de los centros de reinserción social, establecimientos penitenciarios o centro de 

internamiento para menores y por parte de Centros de Seguridad Pública Federal y del Centro Nacional de 

Inteligencia (antes CISEN). 

Adicionalmente, se establecieron penas de 12 a 15 años de prisión para población en general y 15 a 18 años para 

servidores públicos que cometan este delito sin autorización expresa, escrita y debidamente acreditada de su 

superior inmediato; los equipos serán asegurados y destruidos. 



 

 
 

De manera complementaria, se definieron obligaciones para que los particulares que tuviesen ese tipo de aparatos y 

dispositivos dispusieran de no más de 30 días a partir la entrada en vigor del decreto, para entregar los mismos a la 

Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana, destruir o en su caso excluir del país. 

Por otra parte, la Secretaría de Economía tenía 180 días naturales a partir de la entrada en vigor del decreto para 

modificar la Norma Oficial Mexicana 220-SCFI-2017 en concordancia con la reforma. Asimismo, la Secretaría de 

Seguridad y Protección Ciudadana, debía informar anualmente del cumplimiento de las disposiciones expresas en 

este Decreto, a las Comisiones de Seguridad Pública del Senado de la República y de la Cámara de Diputados del 

Congreso de la Unión. 

Aunado a todo lo anterior, es importante recordar que, tras la aprobación de dichas obligaciones y prohibiciones, el 

24 de enero de 2020, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto por el que se adicionó un artículo 

190 Bis a la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, y un artículo 168 ter al Código Penal Federal.2 

Desafortunadamente, tras consultar digitalmente en el Diario Oficial de la Federación el 8 de septiembre de 2020 a 

las 22:52 horas, el sistema arrojó que únicamente se han publicado tres cambios a la Norma Oficial Mexicana 220-

SCFI-2017, entre 2010 y la fecha de la consulta, siendo registrados estos el 14 de julio de 2017, el 6 de julio de 

2018 y el 31 de julio de 2018. 

En consecuencia, la presente propuesta plantea exhortar de manera respetuosa a la Secretaría de Economía a que 

inmediatamente realice las gestiones necesarias orientadas a adecuar dicha norma con forme a lo estipulado en el 

decreto publicado el 24 de enero de 2020, en el Diario Oficial de la Federación por el que se adicionó un artículo 

190 Bis a la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, y un artículo 168 ter al Código Penal Federal. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, me sirvo someter a consideración de esta soberanía, la siguiente 

proposición con: 

Punto de Acuerdo 

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión exhorta de manera respetuosa a la Secretaría 

de Economía a realizar las gestiones que sean necesarias a fin de adecuar la Norma Oficial Mexicana 220-SCFI-

2017, con respecto al decreto publicado el 24 de enero de 2020, en el Diario Oficial de la Federación por el que se 

adicionó un artículo 190 Bis a la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, y un artículo 168 ter al 

Código Penal Federal. Ello toda vez que actualmente se encuentra en falta por no haber cumplido el cuarto 

transitorio del decreto citado que estableció la obligación de realizar las adecuaciones en un término no mayor a 

180 días naturales. 

Notas 

1 Véase: https://www.milenio.com/policia/buscan-regular-uso-de-dispositivo-que-se-usa-para-robo-de-autos 

2 Véase la publicación disponible en https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5584749&fecha=24/01/ 

2020 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 14 de septiembre de 2020. 

Diputada Adriana Gabriela Medina Ortiz (rúbrica) 
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